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Introducción

La obtención y el reconocimiento de la prueba realizada en el extranjero es de 
vital necesidad e importancia para las investigaciones y actuaciones judiciales 
en la lucha contra la creciente delincuencia organizada trasnacional. Si la gra-
vedad y actualidad del tema es indiscutible, la cuestión, no exenta de comple-
jidad, ni mucho menos está resuelta sino que se encuentra en proceso de cons-
trucción, como se verá.

La desaparición de las fronteras en el ámbito de la Unión Europea (UE) conlleva 
la libre circulación de personas, capitales, bienes y servicios, pero también ha 
incrementado la delincuencia en sus formas más sofisticadas, organizadas y 
por ende peligrosas, que opera a través de grandes redes criminales de carác-
ter internacional, poniendo en riesgo la seguridad de los ciudadanos y del 
propio Estado de Derecho. Las cada vez mayores conexiones internacionales en 
los delitos conducen irremediablemente a la realización de investigaciones 
trasnacionales. La necesidad de obtención y práctica de pruebas en el extran-
jero es una consecuencia insoslayable del nuevo escenario en el que la delin-
cuencia, especialmente la organizada y grave, actúa y produce efectos más allá 
del territorio de un solo Estado. Pensemos en el tráfico de drogas, blanqueo de 
capitales, corrupción, etc. delitos sobre los que se apunta un aumento cons-
tante y cuya persecución se percibe compleja. Debido a la limitación territorial 
de los poderes jurisdiccionales, cuando deba practicarse una diligencia de in-
vestigación fuera de las fronteras del país de la autoridad investigadora será 
obligado acudir a los mecanismos de auxilio judicial internacional para llevar a 
cabo su ejecución. Ya se trate de testigos residentes en otro Estado, registros a 
practicar, intervención de comunicaciones, información sobre transacciones in-
ternacionales, investigaciones patrimoniales en entidades financieras de otros 
países, etc., conocer los mecanismos de cooperación llevará a una intervención 
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eficaz. El fundamento de la cooperación judicial internacional no es otro que 
superar las fronteras, para que éstas no sean un obstáculo para la investigación 
de los delitos por las autoridades competentes y que la delincuencia, que bus-
ca eludir la acción de la justicia, no encuentre impunidad. 

La incorporación de España a la UE y por ello al espacio de libertad, seguridad 
y justicia que ésta constituye, implica por tanto una necesaria y progresiva co-
operación judicial en materia penal, en un ámbito en que los ordenamientos 
jurídicos de los Estados miembros poseen el común denominador que es la 
protección y garantía de los derechos y libertades fundamentales. Deberán 
conjugarse, pues, el principio de seguridad de las personas y los Estados, con 
el derecho a la libre circulación de los ciudadanos, puesto en riesgo por la cri-
minalidad organizada, creando un espacio en el que pueda darse una respues-
ta conjunta del sistema judicial, con independencia del Estado en concreto en 
el que se produzca la lesión, o el lugar de comisión del delito. En consecuencia, 
es una necesidad de primer orden la posibilidad de obtener fuentes de prueba 
en todo el ámbito de la Unión, que puedan utilizarse con las debidas garantías 
en el enjuiciamiento penal de cualquiera de los Estados miembros. 

Es innegable el inconveniente que supone la diferencia entre las garantías pro-
cesales del lugar donde se obtienen y donde se valoran las pruebas, por ello se 
plantea que el futuro deberá asentarse en el principio del reconocimiento mu-
tuo y en la armonización de los derechos procesales. Habrá de cuestionarse si 
el principio de reconocimiento mutuo entre los diversos Estados, que encuen-
tra su origen en la complejidad del proceso de armonización de las distintas 
legislaciones penales de los Estados miembros, supone un avance al sustituir 
dicho proceso de armonización por la libre circulación de resoluciones judicia-
les en materia penal. En la UE los Convenios tradicionales de cooperación pe-
nal, que sustentan el elemento de cooperación mediante una petición guber-
namental de colaboración entre Estados, están siendo reemplazados por el 
mecanismo del reconocimiento mutuo. El principio de reconocimiento mutuo 
elimina la intervención gubernativa, modificando el concepto tradicional de 
soberanía nacional para convertir el auxilio judicial internacional en una rela-
ción procesal directa entre autoridades judiciales competentes.

Junto a los Convenios y a los instrumentos de reconocimiento mutuo en la UE, 
con el fin de facilitar su aplicación y favorecer la cooperación entre autoridades 
judiciales de los Estados miembros, se han ido creando otro tipo de mecanis-
mos, no normativos, facilitadores de la cooperación como son los Magistrados 
de enlace, la Red Judicial Europea, o Eurojust.
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Será imprescindible evaluar si los progresos realizados en los últimos años en 
materia de obtención de prueba trasnacional han mejorado notablemente la 
cooperación judicial internacional, pues, aún así, no dejan de subsistir dificul-
tades que se derivan esencialmente de la heterogeneidad normativa en la re-
gulación procesal, en los niveles de protección de los derechos fundamentales 
o en la atribución de competencias, lo que suscita desconfianza y supone un 
obstáculo para que la obtención y utilización de la prueba trasnacional resulte 
eficaz. Conscientes de ello, las instituciones europeas y los Estados miembros 
persisten en el esfuerzo continuado, como se verá, de dotarse de mecanismos 
de cooperación cada vez más simples, directos y eficaces.

El objeto de este trabajo es analizar los avances procesales en la cooperación 
judicial europea en materia de reconocimiento y ejecución de resoluciones ju-
diciales penales previas a la sentencia, en especial en el aseguramiento y obten-
ción de fuentes de prueba con garantías en el marco de la UE, para su virtuali-
dad en un proceso penal, y cual sea el estado de la cuestión en Europa y en 
España.

Con este objetivo, se iniciará la exposición con el estudio, en el Capítulo I, del 
reconocimiento mutuo de decisiones judiciales en el ámbito de la UE, exami-
nando si puede entenderse como un avance significativo por superación de las 
tradicionales relaciones de colaboración entre Estados y si viene a reforzar la 
confianza recíproca en que cualquier Estado miembro debe contribuir al man-
tenimiento de la paz social de otro.

También se analizará si la aplicación de este principio sirve a la potenciación del 
contacto directo entre autoridades judiciales, para superar los mecanismos tra-
dicionales de las comisiones rogatorias, a través de nuevos instrumentos de 
cooperación que pretenden ser mucho más sencillos, agiles y eficaces, por ello 
será necesario estudiar seguidamente, en el Capítulo II, la evolución de la plu-
ralidad normativa existente en materia de obtención de prueba (tratados inter-
nacionales, normas dimanantes de la UE y normas internas) para exponer des-
pués la actualmente vigente y aplicable, en el Capítulo III, que culmina con la 
Ley 23/2014 de 20 de noviembre de reconocimiento mutuo de resoluciones 
penales en la Unión Europea.

Dicha visión general se ha centrado sobre todo en una serie de aspectos esen-
ciales que son: el ámbito objetivo al que se aplica la norma correspondiente 
(clase de diligencias de prueba a las que se refiere o materias sobre las que 
opera); autoridades intervinientes en el requerimiento de la prueba o emisión 
de la solicitud correspondiente; causas de denegación para declinar una peti-
ción o requerimiento de prueba por parte de otro estado; práctica de la prueba 
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en el Estado requerido o de ejecución, en especial la legalidad aplicable a dicha 
práctica; en algunos casos también se examinará la cuestión acerca de si la 
utilización de la prueba obtenida en el extranjero se condiciona al consenti-
miento o condiciones fijadas por el Estado requerido.

Así, la metodología consistirá en el estudio crítico de los aspectos más relevan-
tes de la abundante legislación sobre asistencia judicial en materia de prueba, 
para abordar después las distintas posibilidades de obtención de pruebas en el 
marco de la Unión y el reconocimiento de las pruebas practicadas por autori-
dades de otros Estados europeos en su propio territorio, a través de la doctrina 
y la jurisprudencia, en su caso.

La materialización de un verdadero espacio judicial europeo de libertad, segu-
ridad y justicia sin fronteras interiores, que quiere ofrecer la Unión a sus ciuda-
danos, exige también la adopción de medidas destinadas a facilitar la coordi-
nación de las investigaciones y actuaciones judiciales de los Estados miembros. 
Con tal finalidad, a la práctica de intercambiar magistrados de enlace y a la Red 
Judicial Europea se ha sumado otro órgano, Eurojust, que tanto por su estruc-
tura como por sus funciones, aspira a consolidarse como el principal actor de 
la cooperación judicial en materia penal en la Unión Europea. 

Por tal motivo, en capítulo aparte, el Capítulo IV, se analizará la normativa que 
le es propia, actualizada por la reciente Ley 16/2015 de 7 de julio, por la que se 
regula el estatuto del miembro nacional de España en Eurojust, los conflictos 
de jurisdicción, las redes judiciales de cooperación internacional y el personal 
dependiente del Ministerio de Justicia en el Exterior, que pone al día la anterior 
normativa contenida en la Ley 16/2006 de 26 de mayo, que incorporó al orde-
namiento jurídico español las necesarias adaptaciones para permitir la aplica-
ción efectiva de la Decisión 2002/187/JAI del Consejo de 28 de febrero de 2002, 
y la Decisión 2005/671/JAI del Consejo de 20 de septiembre de 2005. Esta nue-
va Ley, como se verá, establece también las normas necesarias para implemen-
tar la Decisión 2009/426/JAI de 16 de diciembre de 2008 por la que se refuerza 
Eurojust y se modifica la Decisión 2002/187/JAI por la que se crea Eurojust, 
para fortalecer la lucha contra las formas graves de delincuencia e incorporar 
su contenido al ordenamiento jurídico español. La Ley incorpora además las 
previsiones contenidas en la Decisión Marco 2009/948/JAI del Consejo de 30 de 
noviembre, sobre la prevención y resolución de conflictos de ejercicio de juris-
dicción. 

Se examinará si Eurojust constituye una herramienta que permite mejorar la 
colaboración a través de la celebración de reuniones operativas, donde las di-
ferentes autoridades competentes de los Estados miembros implicados o, in-
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cluso, de terceros Estados u órganos tales como Europol, pueden proceder al 
intercambio directo de información y pruebas, a la coordinación de operacio-
nes simultaneas en diferentes Estados, a valorar la conveniencia de crear un 
equipo conjunto de investigación o buscar la solución más eficaz a un seguro 
conflicto de jurisdicción, y si consigue una mayor eficacia en la lucha contra la 
delincuencia trasnacional. A través de la Memoria anual de este órgano se po-
drá comprobar el grado de aplicación de la cooperación que se pretende, para 
poder incrementar su eficacia.

Finalmente en el Capítulo V, se analizará la reciente Directiva 2014/41/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 3 de abril de 2014, relativa a la orden 
europea de investigación en materia penal, orden basada en el principio de 
reconocimiento mutuo para la obtención de pruebas que se encuentren o ha-
yan de obtenerse en otro Estado miembro en asuntos penales. La finalidad 
principal de esta norma es favorecer la libre circulación de la prueba en los 
procesos penales en Europa mediante un planteamiento novedoso de la asis-
tencia judicial. Son muchas las cuestiones que se han discutido y continúan 
sometidas a debate acerca de la libre circulación de la prueba en los procesos 
penales en Europa. Se tratará de ver sus diferencias respecto al exhorto de ob-
tención de pruebas y valorar si este nuevo instrumento es necesario en el pre-
sente, si garantiza de manera suficiente los derechos fundamentales del impu-
tado y el modo en que se conjugan la protección de los derechos 
fundamentales que están en juego en la investigación delictiva y el principio de 
reconocimiento mutuo, que constituye la base de la norma.

En definitiva, a lo largo de la exposición se tratará de mostrar que debe produ-
cirse un desarrollo creciente en la colaboración entre Estados y en la asistencia 
mutua, sustituyendo progresivamente los instrumentos de cooperación judi-
cial insatisfactorios por nuevos instrumentos de cooperación, basados en el 
principio del reconocimiento mutuo, más sencillos, agiles y eficaces con el fin 
obtener fuentes de prueba en todo el ámbito de la Unión, que puedan utilizar-
se con las debidas garantías procesales y respeto a los derechos fundamentales 
en el enjuiciamiento penal de cualquiera de los Estados miembros para refor-
zar la lucha contra las formas graves de delincuencia trasnacional.

Por su interés, se incluye como Anexo el texto de la Directiva 2014/41CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 3 de abril de 2014, relativa a la Orden 
Europea de Investigación en materia penal, publicada en DOUE de 1 de mayo 
de 2014.
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